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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

EXP. Inc. Desacato. Consulta. 66594-31-89-001-2016-00028-01
____________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
AUTO DE TUTELA – INCIDENTE DE DESACATO EN EL GRADO DE CONSULTA - 
2 de diciembre de 2016
Radicación Nro. :
  
66594-31-89-001-2016-00028-01

Accionante:

IDALY DE LA CRUZ MANSO
Accionados:     
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS
Proceso:                
Acción de Tutela – Declara la nulidad de todo lo actuado en el trámite incidental

Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Temas:


DERECHO DE PETICIÓN / NULIDAD DE TODO LO ACTUADO EN EL TRÁMITE INCIDENTAL / NO SE GARANTIZARON EL DERECHO DE DEFENSA NI EL DEBIDO PROCESO DE LOS SANCIONADOS. “[E]l Juzgado de primera instancia, con el propósito de realizar el enteramiento de las mentadas decisiones, como de las demás actuaciones, lo hizo mediante oficios enviados a la oficina principal en la ciudad de Bogotá D.C. de la UARIV, sin que obre prueba siquiera sumaria que demuestre con seguridad que hubieran sido recibidos por sus destinatarios o enterados del referido trámite, como tampoco de la sanción de que fueron objeto, ya que los comunicados en tal sentido se remitieron al correo electrónico (…). Significa lo anterior que el juez constitucional no garantizó los derechos al debido proceso y de defensa de las personas contra quienes se adelantó el incidente, quienes a la postre resultaron sancionados, medida de la que tampoco tienen conocimiento. Por las implicaciones que puede tener la decisión que resuelve un desacato, especialmente la potencial afectación al derecho a la libertad de un ciudadano, se invalidará la actuación subsiguiente al auto de fecha 12 de abril de 2016 de requerimiento, a fin de que se corrijan las irregularidades advertidas en esta sede.”.  

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-459 de 2003 / Sentencia T-171 de 2009.

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia Unitaria
Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, doce (12) diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Expediente 66594-31-89-001-2016-00028-01
I. ASUNTO
Se pronuncia la Sala en grado de consulta, sobre el incidente de desacato promovido por IDALY DE LA CRUZ MANSO, en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS “UARIV”.
II. ANTECEDENTES
1. El Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía – Risaralda, con sentencia del 22 de febrero último, resolvió tutelar el derecho fundamental de petición de la señora IDALY DE LA CRUZ MANSO y ordenó a la OFICINA ASESORA JURÍDICA Y A LA DIRECCIÓN DE REPARACIÓN DE LA UARIV “… resuelva de fondo el derecho de petición presentado por la accionante el 24 de septiembre de 2015 e indique la fecha cierta en que se le hará la entrega de la indemnización en el porcentaje que le adeudan.” 

2. El 7 de abril de 2016, adujo la accionante el incumplimiento de la orden de tutela (fl. 9-10 C. de incidente) y en atención a ello, el a quo mediante auto de día 12 de mismo mes y año, requirió a los obligados para que expliquen los motivos del incumplimiento al fallo de tutela reclamado por la incidentista y a su superior funcional para que haga cumplir la mentada orden y abra si es del caso investigación disciplinaria (fl. 11, 17 íd). Llamados comunicados por oficios 887, 888, 889 y 1036, vía correo certificado (fls. 16,19 íd).
3. Al no obtener pronunciamiento alguno, el despacho judicial de primera sede, da apertura al trámite incidental en contra el Jefe de Oficina Asesora Jurídica, la Directora de Reparación y el Director Nacional de la UARIV, representados en su orden por el doctor Luis Alberto Donoso Rincón, la doctora María Eugenia Morales Castro y Alan Edmundo Jara Ursola; concediéndoles un término de 3 días para ejercer su derecho de defensa (fls. 20-21 íd).  Notificaciones surtidas inicialmente mediante comunicados No. 1144, 1145, vía correo electrónico dejando constancia que no fueron efectivamente recibidas, intentando un nuevo enteramiento por correo certificado mediante oficios 1210, 1211 y 1212 (fls. 26-28).
4. Vencido dicho traslado en total silencio, se profirió decisión de fondo, que tuvo lugar mediante auto del 3 de junio de este año y decide declarar que se ha incurrido en desacato al fallo de tutela reclamado a impuso a los requeridos un (1) día de arresto y un (1) salario mínimo legal mensual vigente (fls. 31-33 íd).
III. CONSIDERACIONES
1. El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. Este trámite está regulado en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.
La Corte Constitucional ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, si bien entre los objetivos del incidente de desacato está sancionar el incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos
.
Por otro lado, es obligación del juez garantizar los derechos al debido proceso y de defensa de la persona contra quien se ejerce, en virtud de lo cual deberá: “(1) comunicar al incumplido sobre la iniciación del mismo y darle la oportunidad para que informe la razón por la cual no ha dado cumplimiento a la orden y presente sus argumentos de defensa, (2) practicar las pruebas que se le soliciten y las que considere conducentes son indispensables para adoptar la decisión; (3) notificar la decisión; y, en caso de que haya lugar a ello, (4) remitir el expediente en consulta ante el superior
”. Subrayas fuera texto.
IV. EL CASO CONCRETO
1. El Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía – Risaralda, impuso sanción de arresto y multa a los doctores Luis Alberto Donoso Rincón, María Eugenia Morales Castro y Alan Edmundo Jara Ursola, en su calidad de Jefe de Oficina Asesora Jurídica, la Directora de Reparación y el Director Nacional de la UARIV.

2. Se puede verificar que la orden de tutela fue dirigida a quienes en verdad fueron instados al igual que a su superior, para que dieran cumplimiento a la sentencia de tutela reclamada por la señora Idaly de la Cruz Manso y mediante auto del 5 de mayo último se inició incidente de desacato en su contra. 
3. Sin embargo, de la foliatura se evidencia, que el Juzgado de primera instancia, con el propósito de realizar el enteramiento de las mentadas decisiones, como de las demás actuaciones, lo hizo mediante oficios enviados a la oficina principal en la ciudad de Bogotá D.C. de la UARIV, sin que obre prueba siquiera sumaria que demuestre con seguridad que hubieran sido recibidos por sus destinatarios o enterados del referido trámite, como tampoco de la sanción de que fueron objeto, ya que los comunicados en tal sentido se remitieron al correo electrónico notificacioneslex1@unidadvictimas.gov.co, notificaciones.juridicauariv@unidadvictimas.gov.co. 
Respecto de tal actuar, se pronunció el alto Tribunal de esta especialidad, al declarar la nulidad de lo actuado en un trámite incidental adelantado por ésta Corporación: 

“4.2. Sobre el proveído en mención, tampoco se observa se haya puesto en conocimiento de los destinatarios, como quiera que, el correo electrónico a donde fue remitido el oficionotificacionesñex1@unidadvictimas.gov.co, es institucional, sin que exista constancia de que efectivamente éste pertenezca a los funcionarios incidentado y requerido, y que aquellos lo hayan recibido para ejercer su defensa luego de conocer las órdenes dispuestas. 
Por lo tanto, al no existir certeza de que el incidentado como su superior funcional – quien hasta ahora se requerirá-, hayan sido debidamente enterados de la apertura de tal actuación y del requerimiento contenido en el mismo auto, se torna evidente la vulneración al debido proceso y defensa del sancionado y, por ende, la incursión del trámite en un vicio con alcance de nulidad insaneable, el cual debe ser declarado por esta Corporación.”
 

4. Significa lo anterior que el juez constitucional no garantizó los derechos al debido proceso y de defensa de las personas contra quienes se adelantó el incidente, quienes a la postre resultaron sancionados, medida de la que tampoco tienen conocimiento. 
5. Por las implicaciones que puede tener la decisión que resuelve un desacato, especialmente la potencial afectación al derecho a la libertad de un ciudadano, se invalidará la actuación subsiguiente al auto de fecha 12 de abril de 2016 de requerimiento, a fin de que se corrijan las irregularidades advertidas en esta sede.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria de Decisión.
RESUELVE:
Primero: Declarar la nulidad de todo lo actuado en el presente incidente de desacato, a partir del auto de fecha 12 de abril de 2016 de requerimiento, para que se subsanen desde entonces las irregularidades advertidas en este proveído. 
Segundo: Comunicar a los interesados en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
Tercero: Devolver la actuación al Juzgado de origen para lo de su competencia.
Notifíquese y cúmplase
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver sentencia T-171 de 2009


� Ver Sentencia T-459 de 2003


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA CASACIÓN CIVIL, ATC7468-20106, 28 octubre 2016, M.P. SALAZAR RAMIREZ Ariel.
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